



BORRADOR PROYECTO DEL DECRETO FORAL REGULADOR DE LA RENTA DE INCLUSIÓN SOCIAL

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto

El presente decreto foral tiene por objeto regular la prestación de la renta de inclusión social en el ámbito de la Comunidad Foral de Navarra.

Artículo 2. Concepto y naturaleza de la renta de inclusión social.

1. La renta de inclusión social es una prestación económica periódica, destinada a cubrir las necesidades esenciales y a fomentar la incorporación social de las personas incluidas en el ámbito de aplicación de esta norma que se encuentren en situación de exclusión social.

2. La renta de inclusión social tiene carácter complementario y naturaleza subsidiaria de cualquier otro tipo de ingresos, recursos y prestaciones económicas previstas en el ordenamiento vigente, salvo los exceptuados en este decreto foral, los cuales deberán hacerse valer íntegramente con carácter previo a su solicitud.

3. Esta prestación es incompatible con la ayuda para la incorporación sociolaboral y mejora de la empleabilidad, no pudiendo concurrir en una misma unidad familiar ambas a la vez.

Artículo 3. Definiciones.

A los efectos de este decreto foral, se entiende por:

1. Unidad familiar: La formada por la persona solicitante y, en su caso, su cónyuge o pareja con análoga relación de afectividad y parientes por consaguinidad hasta el segundo grado y por afinidad hasta el primero, que convivan en el mismo domicilio. La unidad familiar podrá comprender uno o varios núcleos familiares.

2. Núcleo familiar: Es aquel formado por dos o más personas que incluye a la persona solicitante con o sin cónyuge o pareja con análoga relación de afectividad y, en su caso, sus hijos convivientes. Se considerarán también integrantes del núcleo familiar los menores a su cargo en situación de acogimiento familiar administrativo o judicial.

3. Exclusión social: Situación resultante de la interacción de un conjunto de factores de exclusión que provocan en quien la padece la desvinculación de la vida social mayoritaria.

4. Convivencia continuada: Convivencia estable de varios miembros de una unidad familiar en un mismo domicilio sin haber sufrido una ruptura prolongada por más de seis meses en los dos últimos años.

5. Acuerdo de Incorporación social o sociolaboral: Acuerdo en virtud del cual se plasman los compromisos adquiridos por las personas beneficiarias de renta de inclusión social, así como los apoyos que van a prestar las Administraciones Públicas competentes para la ejecución del itinerario de inclusión social o sociolaboral.

6. Acompañamiento social: Modalidad de intervención profesional de duración limitada, basada en la relación personal y orientada a apoyar procesos individuales de inclusión social consensuados con quien recibe la ayuda, para que, partiendo del autoconocimiento de sus capacidades, pueda activarlas poniéndolas en relación con los recursos del entorno.

Artículo 4. Beneficiarios de la prestación.

Serán beneficiarias las personas solicitantes que se encuentren en situación de exclusión social y que cumplan los requisitos establecidos en este decreto foral.

Artículo 5. Administraciones públicas competentes.

1. Corresponde a los Servicios Sociales de Base del municipio en el que se halle empadronada la persona interesada la gestión de los programas de incorporación social en atención primaria, a fin de favorecer la inclusión social de personas en situación de exclusión social. Les corresponderá la recepción de la solicitud y la recogida y recopilación de la documentación precisa, así como la elaboración del informe social y, en su caso, del Acuerdo de Incorporación social o sociolaboral.

2. Corresponde al Departamento competente en materia de servicios sociales de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra la instrucción y la resolución de las solicitudes de renta de inclusión social, así como la valoración de la situación de exclusión social en la que se encuentre el solicitante y, en su caso, la unidad familiar en la que se integra.

CAPÍTULO II

La renta de inclusión social

Artículo 6. Requisitos de acceso a la prestación.

Para poder acceder a la prestación de renta de inclusión social se deberán reunir los siguientes requisitos:

1º) Ser mayor de 25 años y menor de 65 años.

2º) Residir legalmente en territorio español.

3º) Estar empadronado y acreditar la residencia continuada y efectiva en la Comunidad Foral de Navarra de, al menos, veinticuatro meses inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud.

4º) Que la suma de los ingresos económicos de los miembros de la unidad familiar en el último semestre sea inferior, en cómputo mensual, a la cuantía máxima de renta de inclusión social que le pueda corresponder a la persona solicitante.

5º) Que la suma del valor catastral del capital inmobiliario de los miembros de la unidad familiar, exceptuando la vivienda habitual, sea inferior a 7 veces el salario mínimo interprofesional anual (SMI) y el valor mobiliario inferior al 50% del SMI anual. 
En el caso de que dispongan de un patrimonio inferior a 7 veces el SMI, se concederá la prestación por un periodo de seis meses, condicionando en todo caso sucesivas concesiones a la realización de dicho patrimonio. 

6º) Haber solicitado previamente las ayudas, pensiones, prestaciones o subsidios de toda índole que pudieran corresponder a cualquier miembro de la unidad familiar, incluido el ejercicio de las acciones legales para el establecimiento y pago de pensiones por alimentos y/o compensatorias.

7º) Que ninguno de los miembros de la unidad familiar del solicitante haya causado baja voluntaria o excedencia laboral ni haya reducido voluntariamente la jornada de trabajo ni rechazado oferta de empleo en los seis meses inmediatamente anteriores a la solicitud. 

8º) No haber sido beneficiario de una ayuda extinguida en los doce meses inmediatamente anteriores a la solicitud correspondiente a renta básica, renta de inclusión social y/o ayuda para la incorporación sociolaboral y mejora de la empleabilidad, en virtud de las siguientes causas: incumplimiento del Acuerdo de Incorporación, ocultación de datos, excedencia laboral o rescisión voluntaria de un contrato de trabajo, reducción voluntaria de la jornada de trabajo o rechazo de una oferta de empleo durante el periodo de percepción de la prestación.
9º) No haber percibido ningún miembro de la unidad familiar una ayuda periódica dirigida a la incorporación sociolaboral y gestionada por el Departamento competente en materia de servicios sociales en los últimos doce meses.

Artículo 7. Supuestos excepcionales de acceso. 

1. Excepcionalmente, podrán acceder a estas ayudas aquellas personas en las que, aun no cumpliendo los requisitos establecidos en los apartados 1 o 4 del artículo anterior, concurran las circunstancias descritas a continuación.

2. Exceptuando el requisito de edad (artículo 6.1), podrán ser beneficiarias de la prestación las personas menores de 25 años en quienes concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que constituyan una unidad familiar independiente integrada por 2 o más miembros, y en la que al menos uno de ellos esté incluido en un Proyecto de Incorporación Sociolaboral, gestionado o cofinanciado por el Departamento competente en materia de servicios sociales.

b) Que los menores de 25 años constituyan una unidad familiar independiente y tengan a su cargo hijos menores de edad o menores acogidos legalmente o personas que tengan reconocida una situación de dependencia en un grado de gran dependencia o un grado de discapacidad igual o superior al 65%.

3. Exceptuando el requisito de ingresos por renta (artículo 6.4), podrán ser beneficiarias de la prestación aquellas personas que se encuentren en situación de necesidad y concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Personas solas en situación de exclusión y con dificultades de incorporación sociolaboral acogidas por su unidad familiar, que carezcan de lugar de residencia propio o pasen a convivir con hermanos y/o progenitores en el mismo domicilio, a consecuencia de procesos de desarraigo social debido, entre otras causas, a toxicomanías, enfermedad mental u otro tipo de trastornos graves que dificultan la incorporación laboral.

Para el cálculo de la cuantía de la prestación, no se computarán como ingresos de la unidad familiar acogedora hasta un importe máximo de dos veces la renta de inclusión que le pudiera corresponder por el número de personas que la componen.

En el caso de que los ingresos superen el doble del importe de la renta de inclusión, la cuantía que exceda de dicho límite se prorrateará entre el número de personas de la unidad familiar de convivencia. La cantidad resultante se computará a la persona acogida a efectos de determinar la renta de inclusión social que le corresponde.

b) Solicitantes de renta de inclusión social que perciben gratificaciones por su asistencia a Centros Ocupacionales de inserción.

A efectos del cálculo de la cuantía de renta de inclusión social para personas usuarias de Centros Ocupacionales de inserción, no se considerarán como ingresos computables las cantidades que perciban en concepto de gratificación y/o ayudas económicas por asistencia a los mismos inferiores al 50% del salario mínimo interprofesional mensual. Las cantidades que superen este límite exento tendrán el tratamiento de ingresos computables.

c) Unidades familiares con ingresos aportados por miembros menores de 18 años que estén incluidos en programas de incorporación sociolaboral, promovidos por organismos públicos.

En este caso, se exceptuarán los ingresos del menor hasta un máximo del salario mínimo interprofesional. Los ingresos que superen dicha cuantía se computarán a efectos de determinar la renta de inclusión social.

d) Situaciones transitorias de personas alojadas en recursos de acogida temporal en los que tienen cubiertas sus necesidades básicas, pero deben abordar su proceso de desinstitucionalización para lograr un funcionamiento autónomo. 

En este supuesto, la ayuda se gestionará excepcional y restrictivamente, por valoración individualizada y personalizada, supeditada al cumplimiento del Acuerdo de Incorporación social o sociolaboral. La solicitud deberá ser avalada por la institución responsable del recurso de acogida.

4.  Personas victimas de violencia de genero: Las personas víctimas de violencia sexista que por motivos de seguridad personal hayan tenido que interrumpir su residencia en Navarra, quedarán exceptuadas del cumplimiento del requisito de residencia efectiva durante 24 meses, a los efectos de poder acceder a esta prestación. 

Esta situación deberá ser justificada mediante la presentación de los correspondientes informes policiales o judiciales.   

Artículo 8. Percepción de la renta de inclusión social. 

1. Con carácter general, sólo se concederá una prestación de la renta de inclusión social por unidad familiar.

2. Se establece como excepción el hecho de que en una unidad familiar convivan dos o más núcleos familiares con menores, siempre que la relación de parentesco sea de primer grado por consanguinidad o haya hermanos entre los miembros de los diferentes núcleos y no provengan de una relación de convivencia continuada.

En este caso, la suma de los importes de las ayudas concedidas no podrá ser superior a una vez y media la cuantía que correspondería al beneficiario de un núcleo familiar con igual número de hijos menores o discapacitados y/o menores acogidos a su cargo. Dicha cuantía se prorrateará entre los beneficiarios de los núcleos familiares convivientes en función de la ayuda que correspondería a cada núcleo.
3. En el supuesto de que una misma vivienda fuera compartida por dos o más unidades familiares, la suma total de las ayudas concedidas no podrá ser superior a una vez y media la cuantía que correspondería al beneficiario de una unidad familiar con igual número de hijos menores o discapacitados y/o menores acogidos a su cargo. Dicha cuantía se prorrateará entre los beneficiarios de las unidades familiares convivientes en función de la ayuda que correspondería a cada unidad.
Artículo 9. Importe de la renta de inclusión social.

1. El importe de la renta de inclusión social se calculará de acuerdo con lo dispuesto en la ley foral reguladora de la renta de inclusión social.

2. A los efectos de determinar el importe de esta prestación, no se computarán los miembros mayores de edad de la unidad familiar del solicitante que no cumplan los requisitos establecidos en los apartados 2 y 3 del artículo 6 de este decreto foral.

3. La cantidad a percibir nunca será inferior al 10% de la cuantía establecida para una persona. Se equipararán a esta cantidad las concesiones de rentas cuyos importes, efectuados los cálculos de acuerdo con este decreto foral, se sitúen por debajo de la misma.   

Artículo 10. Periodo de percepción.
1. La concesión de la renta de inclusión social se realizará por un periodo inicial de seis meses. 

2. Se podrá renovar la percepción de la prestación por periodos de seis meses hasta un máximo de veinticuatro.

3. En el caso de que se interrumpa la percepción de la prestación sin haber agotado el periodo máximo de concesión, el beneficiario tendrá derecho, en el plazo de un año desde dicha interrupción, a solicitar la renta de inclusión por periodos de seis meses o, en su caso por una fracción menor, hasta completar los 24 meses, siempre que siga cumpliendo con los requisitos exigidos. 

4. En todo caso, una vez agotado el periodo máximo de 24 meses, no se podrá conceder nuevamente esta prestación al beneficiario en los términos fijados en el apartado 1 de este artículo, hasta que hayan transcurrido 12 meses desde el último mes de percepción.

5. Excepcionalmente, mediante orden foral del titular de dicho Departamento y previo informe favorable de la Comisión de Valoración de Inclusión Social, podrán superar el periodo máximo de percepción establecido en el punto anterior aquellos solicitantes que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones: 

a) Cuando el cuidado de los miembros menores de edad de la unidad familiar impida excepcional y transitoriamente la incorporación laboral del solicitante y del resto de los miembros adultos.

b) Cuando en la unidad familiar concurran situaciones de salud graves y/o sobrevenidas que dificulten la realización de cualquier actividad laboral retribuida por parte del solicitante y del resto de los miembros adultos de la misma.

c) Cuando uno de los miembros de la unidad familiar se encuentre en un proceso intensivo de inserción sociolaboral inconcluso en un servicio de incorporación sociolaboral público, que cuente con informe favorable a la prórroga, que no excederá de 6 meses.

d) Cuando el solicitante sea mayor de 60 años y se encuentre en dificultades, debido a su edad, para acceder al mercado de trabajo.

e) Personas carentes de apoyos familiares y afectivos con deterioro generalizado de su situación vital. Se trata de situaciones en las que las personas han vivido una trayectoria de desarraigo social por diferentes causas (toxicomanías, enfermedad mental y otro tipo de trastornos graves que dificultan la incorporación laboral).

6. En los apartados 5 a) y b) de este artículo las renovaciones excepcionales se llevarán a cabo por periodos de seis meses; en el apartado 5 c) en períodos de hasta 6 meses; y en los apartados 5 d) y e) en periodos de hasta doce meses.

Artículo 11. Capacidad económica de la unidad familiar. 

A fin de determinar el derecho a percibir la renta de inclusión social, así como para determinar el importe de la cuantía a percibir, se tendrá en consideración la capacidad económica de la unidad familiar en la que se integra el solicitante configurada por los ingresos imputables a la misma.

Artículo 12. Ingresos computables de la unidad familiar.

A los efectos de esta prestación, serán considerados ingresos de la unidad familiar los siguientes ingresos de cualquiera de sus miembros:

a) Rendimientos del trabajo por cuenta ajena. 

De los ingresos brutos por rendimientos de trabajo por cuenta ajena se deducirán las cotizaciones satisfechas a la Seguridad Social y las cantidades abonadas por derechos pasivos, mutualidades de carácter obligatorio o similar.

b) Prestaciones y pensiones reconocidas encuadradas en los regímenes de previsión social financiados con cargo a fondos públicos o privados.

c) Rendimientos del trabajo por actividades empresariales y profesionales.

Se identificarán con el rendimiento neto por actividades empresariales o profesionales calculado según la normativa tributaria que le sea de aplicación.

c) Rendimientos por actividad no constitutiva de medio fundamental de vida: se estimarán mediante el establecimiento de módulos estandarizados, en función de la actividad realizada, el tiempo de dedicación y la intensidad de la misma.

d) Rendimientos netos del último semestre de capital mobiliario e inmobiliario.

e) Cualquier otro ingreso que no se halle exceptuado en el artículo siguiente. 

Artículo 13. Ingresos no computables.

Se exceptuarán del cómputo de ingresos a los que se refiere el apartado anterior los siguientes conceptos:

a) Ayudas económicas de carácter finalista.
Se consideran ayudas económicas finalistas las ayudas extraordinarias de emergencia social y cualesquiera otras que hayan sido concedidas para cubrir una necesidad específica de cualquiera de los miembros de la unidad familiar. 

Las ayudas económicas finalistas de carácter periódico no serán computables hasta un importe máximo igual al de la renta de inclusión social que podría corresponder según el número de miembros de la unidad familiar. 

b) Pensiones o prestaciones análogas de miembros de la unidad  ajenos al núcleo familiar de la persona solicitante o de hijos a cargo de ésta hasta una cuantía equivalente al 35% del salario mínimo interprofesional. En el supuesto de que confluyan en una persona varias pensiones, se aplicará esta excepción únicamente a la pensión de mayor cuantía.

c) Prestaciones de la Seguridad Social por hijo a cargo.

d) Prestaciones económicas concedidas por el Departamento competente en materia de protección de menores para compensar los gastos derivados del acogimiento familiar de menores.

e) Ingresos sobrevenidos procedentes de actividades laborales por cuenta propia o ajena, independientemente del lugar en el que se hayan realizado, correspondientes a la persona solicitante o a otros miembros de la unidad familiar, en los siguientes supuestos:

1º) Hasta una cuantía equivalente al 35% del SMI, durante un máximo de 6 meses en un periodo de 24 meses siempre que, previo a esta exención, la unidad familiar tuviera derecho a percibir renta de inclusión social.

2º) Hasta una cuantía equivalente al 1,5 del SMI cuando se prevea una duración inferior o igual a tres meses, siempre que, previo a esta exención, la unidad familiar tuviera derecho a percibir renta de inclusión social.

f) Las rentas de trabajo de las unidades familiares de acogida en los casos y en las condiciones previstas en el artículo 7.3 a) de este decreto foral.

g) Las gratificaciones por asistencia a Centros Ocupacionales en los casos y condiciones previstas en el artículo 7.3 b) de este decreto foral.

Artículo 14. Valoración del patrimonio.

1. A efectos de determinar el derecho a la prestación, el patrimonio mobiliario e inmobiliario de los miembros de la unidad familiar se considerará y valorará de acuerdo a los siguientes criterios:

a) El capital mobiliario estará conformado por los depósitos en cuenta corriente y a plazo, acciones, fondos de inversión y fondos de pensiones, valores mobiliarios, seguros de vida en caso de rescate y rentas temporales o vitalicias, objetos de arte, antigüedades, joyas y otros objetos de valor. 

Estos bienes se estimarán según su valor de mercado al momento de la solicitud de renta de inclusión social. 

b) El capital inmobiliario estará conformado por los bienes inmuebles de naturaleza rústica o urbana. 

Estos bienes se valorarán de acuerdo a su valor catastral.

2. Se exceptuarán del cómputo del patrimonio al que se refiere el apartado anterior, los siguientes conceptos:

a) Vivienda habitual, mobiliario de la misma, ajuar doméstico y vehículo de transporte habitual.

b) Bienes muebles de la unidad familiar del solicitante hasta un valor del 50% del SMI anual.

Artículo 15. Obligaciones.
1. Las personas beneficiarias de la prestación de renta de inclusión social deberán cumplir las siguientes obligaciones: 

a) Destinar la totalidad de la renta de inclusión social a la finalidad para la que ha sido otorgada.

b) Residir de forma efectiva y continuada en Navarra durante todo el periodo de percepción de la prestación, salvo la ausencia justificada, previamente notificada y autorizada, para realizar un trabajo o por ser víctima de la violencia sexista.   

c) Facilitar datos veraces acerca de los requisitos de acceso a la prestación de la renta de inclusión social. 

d) Escolarizar y garantizar la asistencia continuada y permanente a los centros escolares de los menores pertenecientes a la unidad familiar durante la etapa educativa obligatoria.

e) Comunicar, en el plazo de quince días desde la fecha en que ocurra, cualquier modificación de domicilio, composición de la unidad familiar, ingresos o aquellas otras circunstancias que puedan dar lugar a cambio de titularidad, modificación o extinción de la prestación de renta de inclusión social.

f) Suscribir y cumplir el correspondiente Acuerdo de Incorporación y, en su caso, participar en las actividades de cooperación u otro tipo de actividades en beneficio de la sociedad  que se determinen en el Acuerdo de Incorporación.

g) Hacer valer, durante todo el periodo de percepción de la ayuda, todo derecho a prestación de contenido económico que le pudiera corresponder, tanto a la persona solicitante, como a cualquiera de los miembros de la unidad familiar.

i) Mantenerse de alta como demandantes de empleo en el Servicio Navarro de Empleo, tanto la persona titular como el resto de miembros convivientes de la unidad familiar que se encuentren en edad laboral, salvo cuando se trate de personas que, a juicio de los Servicios Sociales de Base y/o Equipos de Incorporación Sociolaboral, no se encuentren en situación de incorporarse al mercado laboral. 

j) Facilitar la labor de las personas que han de evaluar su situación y colaborar con ellas participando en la elaboración y diseño de un itinerario de incorporación social adecuado a sus propias capacidades y carencias.

k) Acudir a las entrevistas a las que sea citado por los profesionales de los Servicios Sociales de Base y del Departamento competente en esta materia, a efectos del seguimiento de su situación, con la periodicidad y en las condiciones señaladas en el Acuerdo de Incorporación.

2. El incumplimiento por parte de la persona beneficiaria o de las personas de su unidad familiar de cualquiera de sus respectivas obligaciones, llevará aparejada la extinción o, en su caso, modificación de la prestación de renta de inclusión social, sin perjuicio del reintegro de las cantidades indebidamente percibidas que les puedan corresponder.

Artículo 16. Reconocimiento de la prestación. 

1. La renta de inclusión social se reconocerá desde el primer día del mes siguiente al del registro del expediente completo en el Departamento competente en materia de servicios sociales.

2. En el caso de personas de origen extranjero que se encuentren pendientes de resolución de concesión de la renovación de la autorización de residencia temporal y trabajo por cuenta ajena, la concesión de la ayuda se hallara supeditada a la concesión de dicha renovación, sin perjuicio de que el reconocimiento de la misma se realice en los términos previstos en el apartado anterior. El abono de la prestación se hará efectivo una vez acreditada la renovación de dicha autorización.

3. La acreditación de la renovación se realizará por medio de la resolución del órgano competente en materia de extranjería o por certificación que acredite que la solicitud ha sido estimada por silencio administrativo expedido por la autoridad competente en la concesión. Dicha acreditación deberá realizarse en un periodo máximo de 4 meses desde la notificación de la resolución de concesión de la renta de inclusión social.
Artículo 17. Abono de la prestación.

1. El abono de la prestación se realizará a mes vencido, mediante ingreso en la cuenta corriente o libreta de ahorros que la persona solicitante haya designado al efecto.

2. A propuesta del Servicio Social de Base y previa autorización expresa de la persona titular de la prestación, el pago de la renta de inclusión se podrá efectuar:

a) A la entidad pública o de iniciativa social que colabore en el proceso de incorporación sociolaboral de la persona beneficiaria.

b) A la entidad pública o de iniciativa social que haya podido facilitar el abono  adelantado de la prestación a la persona beneficiaria.

c) De forma fraccionada, siendo el abono mínimo del 50% de la renta que le pueda corresponder.

Artículo 18. Modificación de la cuantía de la prestación.

La modificación de la cuantía de la renta de inclusión social se realizará de oficio o a instancia por la variación sobrevenida de los miembros o de las  circunstancias socioeconómicas de la unidad familiar.   

Artículo 19. Modificación de la prestación por cambio de titularidad.

1. Cualquier persona integrante de la unidad familiar podrá subrogarse en la posición del titular de esta prestación cuando cumpla los requisitos establecidos para el acceso a la prestación en alguno de los siguientes supuestos:

a) Fallecimiento de la persona titular de la prestación.

b) Ingreso en régimen de internado del beneficiario en una institución sanitaria, social o penitenciaria y por un tiempo previsiblemente igual o superior al previsto para la prestación. 

c) Por cualquier otra causa, a propuesta motivada del Servicio Social de Base.

2. A estos efectos, el Servicio Social de Base enviará a la unidad administrativa competente una propuesta razonada del cambio de la titularidad de la prestación acompañándola, en su caso, de la documentación que justifique las causas alegadas.

3. Cuando alguna de las situaciones anteriores implique la variación de los miembros de la unidad familiar o de los ingresos, la modificación conllevará la variación de la cuantía de la renta de inclusión social de acuerdo con lo dispuesto en este decreto foral.

4. La modificación de la prestación surtirá efectos desde la fecha de la solicitud, o en su caso, desde la producción del hecho causante. El reconocimiento y abono de la prestación se realizará en los términos establecidos en los artículos 16 y 17.

Artículo 20. Extinción del derecho.

1. La renta de inclusión social se extinguirá por la concurrencia de alguno de los siguientes supuestos:

a) Por la finalización del periodo de concesión.

b) Por modificación de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la prestación, de tal forma que sitúen al beneficiario fuera de los requisitos exigidos para su percepción.

c) Por la falta de remisión del Acuerdo de Incorporación social o sociolaboral debidamente cumplimentado por causas imputables al interesado en el plazo señalado en el artículo 37.5 de este decreto foral.

d) Por incumplimiento del Acuerdo de Inclusión social o sociolaboral.

e) Por la ocultación de datos necesarios o aportación de información errónea acerca de las circunstancias y requisitos exigidos para el acceso a la prestación.

f) Por haber causado baja voluntaria o excedencia laboral o haber rechazado una oferta de empleo durante el periodo de percepción de la prestación.
g) Por incumplimiento de alguna de las obligaciones o requisitos establecidos en la normativa reguladora. 

h) Por fallecimiento del beneficiario, salvo en los supuestos de subrogación en otro miembro de la unidad familiar.  

i) Por renuncia de la persona titular.

j) Por traslado del domicilio habitual fuera de la Comunidad Foral de Navarra.

k) Por superar el patrimonio máximo previsto en este decreto foral.  

2. La extinción de la renta de inclusión social se efectuará mediante resolución del órgano concedente, a propuesta de la unidad administrativa competente, excepto cuando sea por finalización del período de concesión.

3. La extinción se hará efectiva a partir del día primero del mes siguiente al que se haya producido su causa. 

Artículo 21. Suspensión cautelar.
1. Como medida provisional, la unidad administrativa competente podrá adoptar la suspensión cautelar del abono de la prestación hasta un periodo máximo de dos meses cuando advierta indicios evidentes de la concurrencia de una causa de extinción. La adopción de dicha medida cautelar será comunicada al solicitante para su conocimiento y, en su caso, defensa de sus intereses.

2. Transcurrido dicho plazo, la Dirección General competente en materia de servicios sociales adoptará resolución en la que deberá confirmar la medida y extinguir definitivamente la prestación, conceder una prórroga por la necesidad de efectuar nuevas comprobaciones o levantar la medida impuesta.

Artículo 22. Actuaciones de comprobación. 

Los Servicios Sociales de Base y el Departamento competente en materia de servicios sociales podrán efectuar cuantas actuaciones y revisiones se estimen oportunas para comprobar si se mantienen las circunstancias y requisitos que motivaron la concesión de la renta de inclusión social y en su caso, proponer y adoptar las medidas y acciones oportunas.

Artículo 23. Reintegro de la prestación.

Sin perjuicio de las responsabilidades que pudieran concurrir, los beneficiarios deberán reintegrar las cuantías indebidamente percibidas en los supuestos previstos en este decreto foral. En estos casos, la unidad administrativa competente iniciará de oficio el procedimiento de reintegro.
CAPÍTULO III

Procedimiento para la resolución de la solicitud de la renta de inclusión social
Artículo 24. Solicitud de acceso a la prestación.

1. El procedimiento se iniciará siempre a solicitud de la persona interesada mediante la presentación en los Servicios Sociales de Base de la instancia de solicitud y la documentación requerida en este decreto foral.
2. El Servicio Social de Base será el encargado de recibir esta solicitud, recoger y recopilar la documentación precisa, emitir el informe social y remitir el expediente completo al Departamento competente en materia de servicios sociales para la tramitación y la resolución de la solicitud de la renta de inclusión social.

3. La presentación de la solicitud supondrá la autorización a las unidades administrativas competentes para que realicen cualesquier actuación de comprobación que resulte necesaria para verificar la información facilitada por los interesados, la concurrencia de los requisitos exigidos y el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la concesión.

4. Asimismo, supondrá la autorización para que los datos de carácter personal, que se integren en ficheros automatizados, puedan ser utilizados para otros fines tales como la elaboración de estadísticas o la investigación científica, en los términos previstos por la normativa vigente en materia de protección de datos de carácter personal.

Artículo 25. Documentación que integra la solicitud.

1. La instancia de solicitud de la renta de inclusión social se ajustará a un modelo normalizado y se presentará en el Servicio Social de Base del domicilio del solicitante debidamente cumplimentada y firmada. 

2. La documentación que debe acompañar a la instancia de solicitud será, en función de cada caso, la siguiente:

a) Fotocopia del documento nacional de identidad, certificado de registro de ciudadano de la Unión, fotocopia compulsada del  pasaporte completo, tarjeta de identificación de extranjero o cualquier otro documento que acredite la identidad y la residencia legal en España de la persona solicitante y, en su caso, de todas las personas que componen la unidad familiar.
b) Documentación que acredite la autorización de residencia legal en territorio español en los términos previstos en la normativa reguladora de las personas extranjeras del solicitante y, en su caso, del resto de miembros de la unidad familiar.

c) Certificado de empadronamiento del solicitante que acredite la antigüedad de residencia continuada en Navarra durante los 24 meses inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud de la renta de inclusión social.

d) Certificado de convivencia en el que consten todas las personas que conviven en el mismo domicilio y su antigüedad de residencia en Navarra.

e) Fotocopia del libro de familia o documento equivalente en el caso de personas de origen extranjero.

f) Sentencia judicial de separación, divorcio o nulidad, convenio regulador y, en su caso, acciones legales iniciadas por impago de la pensión establecida.

g) Justificación documental de rentas y patrimonio (nóminas, prestaciones, pensiones, subsidios, indemnizaciones, certificaciones catastrales…) de los seis meses inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud de la renta de inclusión social de todos los miembros de la unidad familiar.

h) En el supuesto de realizar actividades que no sean constitutivas de medio fundamental de vida, declaración responsable en la que se especifique la actividad desarrollada, el tiempo e intensidad de dedicación y la cuantía total de ingresos obtenidos por cualquiera de los miembros de la unidad familiar en los seis meses inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud de la renta de inclusión social. 

i) Justificación documental de haber solicitado las ayudas, prestaciones, pensiones o subsidios que pudieran corresponder a cualquiera de las personas que componen la unidad familiar. 

Artículo 26. El informe social.
1. El informe social forma parte ineludible de la documentación que debe acompañar en todo caso a la instancia de solicitud de la prestación.

2. El informe social será elaborado por el trabajador social del Servicio Social de Base del municipio en el que se halle empadronada la persona solicitante. 

3. El Informe Social se ajustará al modelo normalizado y recogerá, al menos, la siguiente información:

a) Un resumen de los datos contenidos en la documentación adjunta a la instancia, así como cualesquiera otros datos referidos a la convivencia efectiva de las personas que integran la unidad familiar, al cumplimiento del requisito de residencia y a la situación de necesidad económica.

b) La descripción y la valoración de la situación de exclusión social, el proceso de exclusión-incorporación experimentado, las actuaciones llevadas a efecto y su evaluación, la necesidad o no de un proceso de incorporación social o sociolaboral y la actitud personal ante el mismo y, por último, la propuesta de calificación de la situación de exclusión social.

c) Las acciones a realizar y los objetivos a alcanzar, especificando el ámbito al que corresponden.

3. El informe social de valoración de la situación de exclusión social tendrá carácter preceptivo y no vinculante.

Artículo 27. Comprobación y remisión de la solicitud.

1. El Servicio Social de Base comprobará que la solicitud de renta de inclusión social está firmada y debidamente cumplimentada por la persona interesada, así como que adjunta toda la documentación necesaria para acreditar el cumplimiento de los requisitos de acceso.

2. El Servicio Social de Base deberá recoger y recopilar la documentación necesaria y remitir el expediente completo de solicitud de renta de inclusión social al Departamento competente en materia de servicios sociales de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra en el plazo de un mes. 

En dicho expediente constará la solicitud, la documentación necesaria acreditativa de los requisitos exigidos y el informe social. En ningún caso, el Servicio Social de Base remitirá para su tramitación expedientes incompletos.

Artículo 28. Instrucción del procedimiento.

1. Una vez recibida la solicitud, el órgano administrativo competente comprobará que el solicitante cumple todos los requisitos exigidos en este decreto foral.

2. En el supuesto de detectarse errores o contradicciones en la documentación presentada o cuando se considere que la documentación aportada necesita ser complementada para acreditar los requisitos exigidos, el órgano administrativo competente requerirá a la persona solicitante para que, en el plazo de quince días, subsane el defecto o acompañe los documentos solicitados, con indicación de que si así no lo hiciera se le tendrá por desistida de su solicitud mediante resolución del órgano competente.

Artículo 29. Valoración de la exclusión social e informe de valoración.

1. Una vez completado el expediente y constatado que el solicitante cumple los requisitos de acceso, se procederá a la emisión del informe técnico referido a la situación de exclusión social.

2. Se considerarán como factores generadores de exclusión social aquellos que producen una pérdida significativa de participación en la vida social mayoritaria, siendo los más importantes los siguientes: 

-Encontrarse en una situación de pobreza con unos ingresos inferiores al 50% del salario mínimo interprofesional.

-Falta de vivienda propia, alquilada, en pensión o acogida en casa de una persona cercana.

-Carencia del trabajo. 

-Analfabetismo funcional. 

-Problemas derivados de la falta de salud que impidan el acceso al trabajo.

-Pérdida o falta de apoyos afectivos y familiares por los conflictos en las relaciones interpersonales.

3. Los criterios que habrá que tener en cuenta para la evaluación de la situación de exclusión social son, entre otros, los siguientes:

a) Hogares cuyo sustentador principal está en paro desde hace un año o más.

b) Hogares cuyo sustentador principal tiene un empleo considerado de exclusión.

c) Hogares sin ocupados, ni pensionistas contributivos, ni con prestaciones por desempleo del INEM.

d) Hogares con personas en paro y sin haber recibido formación ocupacional en el último año.

e) Pobreza extrema.

f) Hogares que no cuentan con algún bien considerado básico.

g) Hogares con menores de 3 a 16 años no escolarizados o que incurren en absentismo escolar continuado.

h) Hogares en los que nadie de 17 a 64 años tiene estudios.

i) Hogares con alguna persona de 65 o más que no sabe leer ni escribir.

j) Infravivienda.

k) Deficiencias graves en la vivienda.

l) Hacinamiento.

m) Tenencia en precario de la vivienda.

n) Entorno degradado.

ñ) Sin cobertura sanitaria.

o) Adultos con discapacidad, enfermedad crónica o problemas graves de salud que les generan limitaciones para actividades de la vida diaria.

p) Hogares con personas dependientes sin ayuda.

q) Hogares que no han asistido a servicios de salud en un año.

r) Hogares que no pueden comprar medicamentos.

s) Hogares con conflictos intrafamiliares.

t) Hogares con personas con problemas con el alcohol, drogas o juego.

u) Hogares con personas reclusas o exreclusas.

v) Personas sin relaciones en el hogar.

w) Hogares con personas en instituciones.

Artículo 30. Propuesta de resolución.

Emitido el informe técnico referido a la situación de exclusión social, la unidad administrativa competente para la instrucción elevará el expediente completo junto con la propuesta de resolución al órgano competente para resolver.  

Artículo 31. Resolución del procedimiento.

1. El órgano competente para resolver las solicitudes de renta de inclusión social será el Director General competente en materia de servicios sociales. No obstante, será competencia del Consejero de dicho Departamento la concesión de la renta de inclusión social en los supuestos excepcionales de acceso previstos en este decreto foral. 

2. La resolución determinará la concesión o denegación de la renta de inclusión social y, en su caso, la cuantía de la prestación y el período de percepción 

3. El plazo máximo en el que debe notificarse la resolución será de dos meses, contados desde la fecha de entrada del expediente completo en el registro del Departamento competente en materia de servicios sociales. En el caso de mujeres víctimas de violencia de género el plazo máximo será de un mes. Dichos plazos podrán ser suspendidos cuando se requiera al interesado para que subsane o complete la documentación exigida.

4. Transcurrido el plazo máximo establecido para resolver el procedimiento sin que se haya notificado la resolución, se entenderá desestimada la solicitud.

5. Contra la resolución expresa o presunta, la persona interesada podrá interponer recurso administrativo conforme a lo previsto en la Ley Foral 15/2004, de 3 de diciembre, de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra. 

Artículo 32. Solicitud de renovación ordinaria de la renta de inclusión social.

1. La solicitud de renovación se presentará en el Servicio Social de Base, adjuntando un certificado de convivencia actualizado, el resto de la documentación señalada en el artículo 25 referida a los requisitos que hayan sido modificados y el informe social emitido por el Servicio Social de Base

2. El informe social recogerá la siguiente información:

a) Que la situación de necesidad de la unidad familiar persiste. 

b) La descripción de forma detallada del proceso de incorporación social o sociolaboral seguido hasta el momento por las personas beneficiarias de la prestación. 

c) Una evaluación del grado de cumplimiento de los compromisos adquiridos en el Acuerdo de Incorporación y, en su caso, de los términos en que se modifica el mismo.

Artículo 33. Procedimiento de renovación ordinaria de la prestación.

La tramitación y resolución de la solicitud de renovación ordinaria de renta de inclusión social se ajustará a lo dispuesto en este capitulo, sin perjuicio de las especialidades señaladas en el artículo anterior.

Artículo 34. Solicitud de renovación extraordinaria de la prestación.

1. La solicitud de renovación se presentará en el Servicio Social de Base, adjuntando un certificado de convivencia actualizado, el resto de la documentación señalada en el  artículo 25 referida a los requisitos que hayan sido modificados y el informe social. 

2. El informe social será emitido por el Servicio Social de Base que, en su caso, irá acompañado por un informe del Equipo de Incorporación Sociolaboral y/o de las entidades de iniciativa social que hayan intervenido en el proceso, en colaboración con las personas destinatarias.

3. El informe social recogerá la siguiente información:

a) Evaluación individual del proceso de incorporación.

b) Un nuevo pronóstico sobre las posibilidades de incorporación de la persona beneficiaria.

c) Una nueva propuesta de Acuerdo de Incorporación social o sociolaboral.

Artículo 35. Procedimiento de renovación extraordinaria.

1. La tramitación y resolución de la solicitud de renovación extraordinaria de renta de inclusión social se ajustará a lo dispuesto en este capitulo, sin perjuicio de las especialidades señaladas en este artículo y en el anterior.

2. En la tramitación del procedimiento para la concesión de prestación de forma extraordinaria será preceptiva la emisión de un informe favorable por la Comisión de Valoración Social. 

3. El órgano competente para resolver las solicitudes de renovación extraordinaria de la renta de inclusión social será el Consejero titular del Departamento competente en materia de servicios sociales, a propuesta de la Dirección General competente en dicha materia.

Artículo 36. Procedimiento para la modificación de la cuantía.

1. Las personas beneficiarias de la renta de inclusión social deberán comunicar al Departamento competente a través de los Servicios Sociales de Base cualquier variación en la composición de su unidad familiar o en los ingresos tenidos en cuenta a efectos del cálculo de su prestación, en el plazo máximo de quince días desde su producción.

2. A estos efectos, el Servicio Social de Base enviará al Departamento competente un informe razonado proponiendo la modificación en la cuantía de la renta de inclusión social, acompañándolo, en su caso, de la documentación que acredite las causas alegadas.

3. El Departamento modificará la cuantía de la renta de inclusión social mediante resolución del órgano competente para resolver en el plazo de dos meses desde la comunicación del interesado o, en su caso, desde la comunicación del Servicio Social de Base.

4. La modificación de la cuantía de la renta de inclusión social se hará efectiva a partir del día primero del mes siguiente en el que se haya producido su causa o, en su caso, la notificación del cambio de circunstancias al Departamento competente en materia de servicios sociales.

CAPÍTULO IV

El Acuerdo de Incorporación

Artículo 37. Acuerdo de Incorporación. 

1. La situación de la unidad familiar del beneficiario determinará la suscripción del Acuerdo de Incorporación social o, en su caso, del Acuerdo de Incorporación sociolaboral.

2. Las partes intervinientes en el Acuerdo de Incorporación serán, por un lado, los Servicios Sociales de Base o, en su caso, los Equipos de Incorporación Sociolaboral a través de sus profesionales y, por otro, el solicitante y, si procede, las personas mayores de edad pertenecientes a la unidad familiar perceptora que, por encontrarse en situación de exclusión, sean susceptibles de beneficiarse de las acciones recogidas en el mismo. 

También podrán intervenir en la elaboración y ejecución de los Acuerdos de Incorporación las entidades de iniciativa social que trabajan en el sector de la intervención social y sociolaboral en coordinación con los Servicios Sociales de Base.

3. El Acuerdo de Incorporación se estructurará según las características, necesidades y posibilidades del solicitante y de las personas que componen su unidad familiar y deberá definir los objetivos a cumplir con el mismo, las actividades a realizar y la temporalización de las mismas.

 El Acuerdo podrá incluir la participación de los beneficiarios de la prestación y miembros de su unidad familiar en actividades de cooperación u otro tipo de actividades en beneficio de la sociedad que se determinen en el mismo.


4. El Acuerdo de Incorporación tendrá, con carácter general, una vigencia similar a la de la prestación, incluidas sus eventuales renovaciones, llevando implícito el acompañamiento social o seguimiento por parte de los Servicios Sociales de Base, equipos de incorporación sociolaboral y, en su caso, entidades de iniciativa social. 

5. El Acuerdo de Incorporación social deberá ser remitido por el Servicio Social de Base al Departamento competente en materia de servicios sociales en el plazo de tres meses desde la presentación de la instancia de solicitud en el Servicio Social de Base.

Artículo 38. Contenido del Acuerdo de Incorporación.

1. El Acuerdo de Incorporación Social incluirá, como mínimo, alguna de las siguientes acciones dirigidas al solicitante y/o a los miembros de su unidad familiar:

a) Encaminadas al desarrollo de los elementos necesarios para promover la estabilidad personal, el equilibrio en la convivencia y la inserción y participación social, en especial, en su entorno de vida cotidiana.

b) Que permitan la adquisición y desarrollo de habilidades y hábitos previos para la adquisición de nuevos conocimientos educativos y formativos.

c) Que faciliten el acceso al sistema general de salud, en especial, en casos en que se prescriba un tratamiento médico especializado, rehabilitación psicosocial o se requieran acciones específicas de desintoxicación y deshabituación.

d) Que ayuden a mantener conductas adecuadas a la convivencia ciudadana.

e) Que permitan la participación en actividades de desarrollo comunitario.

f) Que faciliten la asistencia a Centros Ocupacionales de inserción.

g) Otras acciones que faciliten la incorporación social y prevengan la exclusión.

2. Además de lo señalado, el Acuerdo de Incorporación sociolaboral incluirá aquellas acciones que utilicen la formación y el empleo como instrumentos de inclusión, tales como:

a) Actividades específicas de formación, reglada o no, que permitan adecuar el nivel formativo o las competencias profesionales a las exigencias del mercado laboral.

b) Búsqueda activa de empleo.

c) Cualesquiera otras acciones que posibiliten el acceso a un puesto de trabajo, bien por cuenta ajena o mediante un proyecto de autoempleo.

Artículo 39. Evaluación y modificación del Acuerdo de Incorporación.

1. El Acuerdo de Incorporación señalará el plazo previsto para su evaluación y revisión, mediante el seguimiento especificado en el acuerdo.

2. Sin perjuicio de lo anterior, el Acuerdo de Incorporación podrá revisarse a instancia de la persona interesada o de oficio, en cualquier momento.

3. El Servicio Social de Base, o en su caso los equipos de incorporación sociolaboral y las entidades de iniciativa social implicadas, comunicarán  cualquier modificación sustancial que se produzca en el proceso de incorporación sociolaboral de las personas beneficiarias, realizando las aportaciones que consideren precisas, mediante la elaboración de un informe social dirigido a la unidad administrativa competente, que realizará las comprobaciones pertinentes y adoptará las medidas oportunas.

Artículo 40. Extinción del Acuerdo de Incorporación.

El Acuerdo de Incorporación se extinguirá por las siguientes causas:

a) Por cumplimiento del mismo, habiéndose alcanzado los objetivos de inserción previstos.

b) Por incumplimiento de los compromisos adquiridos por parte de las personas beneficiarias.

c) Por finalización de su plazo de vigencia, incluidas sus eventuales renovaciones.

d) Por acuerdo motivado entre las partes suscriptoras.

CAPÍTULO V

Comisión de Valoración de Inclusión Social

Artículo 41. Comisión de Valoración de Inclusión Social.

1. Se crea la Comisión de Valoración de Inclusión Social, como órgano técnico consultivo dependiente de la Dirección General competente en materia de servicios sociales.

2. La Comisión informará de forma preceptiva sobre la situación de exclusión social de todas aquellas propuestas de concesión excepcional o renovación extraordinaria de la renta de inclusión social.  

3 Igualmente ejercerá cualesquiera otras funciones que le sean atribuidas, mediante Orden Foral del Consejero competente en materia de servicios sociales.

Artículo 42. Composición.

1. La Comisión de Valoración de Inclusión Social estará constituida por:

a) Presidente: El Director del Servicio competente en materia de inclusión social.

En caso de vacante, ausencia, enfermedad u otra causa legal, el Presidente será sustituido por el jefe de la Sección competente en materia de inclusión social.

b) Vocal-Secretario: El Jefe de la Sección de Régimen Jurídico competente en materia de servicios sociales.

En caso de vacante, ausencia, enfermedad u otra causa legal, el Vocal-Secretario será sustituido por uno de los técnicos de Administración Pública Rama Jurídica adscritos a dicha Sección.

c) Vocales:

- El Jefe de la Sección competente en materia de inclusión social.

- Dos técnicos de la Sección competente en materia de inclusión social. 

En caso de vacante, ausencia, enfermedad u otra causa legal, estos vocales serán sustituidos por técnicos de dicha Sección. 

Los técnicos de la Comisión de Valoración y sus suplentes serán designados mediante Resolución del Director General competente en materia de servicios sociales.

2. La Comisión podrá recabar la asistencia de representantes del equipo técnico encargado del caso, técnicos y expertos, que actuarán con voz pero sin voto.

Artículo 43. Orden del día y régimen de adopción de acuerdos de la Comisión. 
1. El orden del día que contendrá la expresión de los asuntos a tratar, deberá comunicarse  por escrito a los vocales de la Comisión, al menos, 24 horas antes de la celebración de la misma.

2. Así mismo, podrán tratarse cuestiones extraordinarias y urgentes, sin previa inclusión en el orden del día si, estando presentes todos los miembros de la Comisión, se acuerda por mayoría.

3. Para la válida constitución de la Comisión, a efectos de celebración de sesiones, deliberaciones y toma de acuerdos, se requerirá en todo caso la presencia de tres miembros, entre los cuales deberán estar el Presidente y el Secretario o quienes les sustituyan. 

4. Los acuerdos serán adoptados por la mayoría de los asistentes, dirimiendo en caso de empate el voto de calidad del Presidente.

5. Los miembros de la Comisión no podrán abstenerse en las votaciones, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado seis de este artículo.

6. La abstención y recusación de los miembros de la Comisión se ajustará a lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común .y en la Ley Foral 15/2004, de 3 de diciembre, de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra
Artículo 44. Régimen de funcionamiento.

Respecto al régimen de funcionamiento de la Comisión de Valoración, será de aplicación lo dispuesto para los órganos colegiados en la legislación vigente.

Disposición adicional primera. Desarrollo normativo.

Se faculta al Consejero titular del Departamento competente en materia de servicios sociales para dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de las disposiciones contenidas en este decreto foral.

Disposición adicional segunda. Subvenciones a la contratación directa de las personas perceptoras de la renta de inclusión social.

El Departamento competente en materia de servicios sociales podrá destinar hasta el importe máximo de la renta de inclusión social que le pudiera corresponder a una persona solicitante sin ningún otro ingreso complementario, con cargo a la misma partida presupuestaria, bien a una entidad local pública, bien a una entidad privada sin ánimo de lucro o a una empresa, cuando la persona sea contratada por la entidad o empresa, por un periodo no inferior a seis meses y cuando dicha contratación suponga además un aumento neto de la plantilla, en el marco de la convocatoria de subvenciones que se adopte al efecto, mediante Orden Foral de la Consejera de Política Social, Igualdad, Deporte y Juventud.

Disposición adicional tercera. Convenios con entidades para el desarrollo de actividades de interés comunitario.
1. El Departamento competente en materia de servicios sociales podrá suscribir convenios de colaboración con entidades públicas o privadas sin ánimo de lucro que permitan y regulen la participación de los beneficiarios de la renta de inclusión social en actividades de desarrollo comunitario.

2. A tal efecto, se faculta al Director General competente en materia de servicios sociales para la adopción de los convenios de colaboración citados en el apartado anterior.

Disposición adicional cuarta. Consulta y cesión de datos.

Con el fin de conseguir los objetivos establecidos en el presente decreto foral y  en particular, ampliar las posibilidades de incorporación laboral, los Departamentos y organismos autónomos competentes y, en su caso, otras Administraciones Publicas, podrán establecer los mecanismos de coordinación necesarios, a fin de facilitar la consulta y el acceso a la información necesaria para el correcto ejercicio de sus competencias en el marco de este decreto foral.

Disposición adicional quinta. Sustantivos de género.

En todos los casos en que este decreto foral utiliza sustantivos de género gramatical masculino para referirse a diversos sujetos, debe entenderse que se hace por mera economía expresiva y que se refiere de forma genérica a dichas posiciones incluyendo tanto el caso de que las ocupen mujeres como que las ocupen hombres con estricta igualdad en sus efectos jurídicos

Disposición transitoria única. Expedientes en tramitación.

Las solicitudes de renta de inclusión social no resueltas a la entrada en vigor de este decreto foral se resolverán conforme a lo dispuesto en el mismo, requiriéndose, si fuera preciso, la documentación complementaria para su tramitación.

Disposición derogatoria única. Disposiciones derogadas.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango que se opongan a lo establecido en este decreto foral y en particular el Decreto Foral 120/1999, de 19 de abril, por el que se regula la Renta Básica y la Orden Foral 58/2012, de la Consejera de Política Social, Igualdad, Deporte y Juventud, por la que se regulan los supuestos excepcionales y de renovación extraordinaria de la renta de inclusión social.

No obstante lo anterior se mantienen en vigor, en lo que no se oponga a lo dispuesto en este decreto foral, la Orden Foral 58/1999, de 17 de agosto, del Consejero de Bienestar Social, Deporte y Juventud, por la que se desarrolla el Decreto Foral 120/1999, de 19 de abril por el que se regula la renta básica, en lo referido a los módulos estandarizados para el cálculo de los rendimientos por actividad laboral irregular.

Disposición final primera. Modificación de la Cartera de Servicios Sociales.
1. Se modifica el apartado 7 del “área de atención a personas en situación de exclusión social o en riesgo de estarlo” del Anexo I del Decreto Foral 69/2008, de 17 de junio, por el que se aprueba la Cartera de Servicios Sociales de Ámbito General.

“7- Renta de inclusión social.

a) Tipo de prestación: Garantizada.

b) Tipo de recurso: ayuda económica periódica.

c) Objeto del recurso: ayuda económica periódica complementaria y subsidiaria de los ingresos de la unidad familiar con la finalidad de cubrir las necesidades de inclusión sociales de los hogares que carecen de recursos económicos y fomentar la incorporación social de las personas en situación de exclusión.

d) Personas beneficiarias: personas con una edad comprendida entre 25 y 65 años o excepcionalmente menores de 25 que formen una unidad familiar independiente, y se encuentren en situación de exclusión social.

e) Requisitos de acceso:

1. Residir legalmente en territorio español.

2. Empadronamiento y residencia efectiva y continuada en la Comunidad Foral de Navarra durante los veinticuatro meses inmediatamente anteriores a la fecha de solicitud de renta de inclusión social. 

3. Que la suma de los ingresos económicos de la unidad familiar en el último semestre, sean inferiores, en cómputo mensual, a la cuantía de renta de inclusión social que le correspondería al solicitante. 

4. Que la suma del valor catastral del capital inmobiliario de los miembros de la unidad familiar, exceptuando la vivienda habitual, sea inferior a 7 veces el salario mínimo interprofesional anual (SMI) y el valor mobiliario inferior al 50% del SMI anual.

5. Haber solicitado previamente de cualquiera de las administraciones públicas competentes las ayudas, pensiones, prestaciones o subsidios de toda índole, incluido el ejercicio de las acciones legales para el establecimiento y pago de pensiones por alimentos y/o compensatorias.

6. No haber causado baja voluntaria o excedencia laboral ni haber rechazado oferta de empleo, en los seis meses inmediatamente anteriores a la solicitud.

7. No haber rescindido ninguno de los miembros de la unidad familiar voluntariamente un contrato de trabajo ni haber disfrutado de una excedencia laboral, en los seis meses inmediatamente anteriores a la solicitud.

8.  No haber rechazado ninguno de los miembros de la unidad familiar en la que se integre, oferta de empleo en los seis meses inmediatamente anteriores a la solicitud. 

9. No haber sido beneficiario de renta de inclusión social extinguida en los seis meses inmediatamente anteriores a la solicitud en virtud de las siguientes causas: incumplimiento del acuerdo de incorporación social, ocultación de datos o aportación de información errónea para el acceso o mantenimiento de la prestación y rechazo de una oferta de empleo durante el periodo de percepción de la prestación.

10. No haber percibido ningún miembro de la unidad familiar una ayuda periódica dirigida a la incorporación sociolaboral y gestionada por el Departamento competente en materia de servicios sociales en los últimos doce meses.

Excepcionalmente podrán ser beneficiarias de la prestación las personas que, aun no cumpliendo todos los requisitos, se encuentren en alguno de los supuestos previstos en la normativa reguladora de la renta de inclusión social.

f)) Intensidad del servicio: la establecida por la normativa reguladora de la renta de inclusión social.

g) Plazo para dictar resolución: Con carácter general, dos meses. En el caso de que las beneficiarias sean mujeres víctimas de la violencia sexista, el plazo será de un mes.

h) Ámbito de actuación: Comunidad Foral de Navarra.

2. Se incluye en el Área de la Atención a Personas con Discapacidad del Anexo II del Decreto Foral 69/2008 de 17 de junio, la siguiente prestación:

“B-15 Ayuda económica periódica a personas discapacitadas. 

a) Tipo de prestación: No garantizada.

b) Tipo de recurso: ayuda económica periódica.

c) Objeto del recurso: garantizar ingresos mínimos a personas con minusvalía reconocida entre 33 y 64% que no cuenten con ingresos económicos propios o que sean inferiores a la pensión no contributiva de invalidez. 

d) Personas beneficiarias: 

Personas mayores de 18 años con discapacidad superior al 33% e inferior al 65%, que no perciban ingresos en razón de su discapacidad y cumplan los requisitos de acceso. 

e) Requisitos de acceso:

1. Empadronamiento y residencia efectiva y continuada en la Comunidad Foral de Navarra durante los veinticuatro meses inmediatamente anteriores a la fecha de solicitud de la ayuda. 

2. Residir legalmente en territorio español.

3. Que los recursos económicos del solicitante sean inferiores a la cuantía establecida para la pensión no contributiva.

4. Estar integrados en un Programa de Ajuste Personal y Social dentro de un Centro Ocupacional.

5. Haber solicitado previamente de cualquiera de las administraciones públicas competentes las ayudas, pensiones, prestaciones o subsidios de toda índole, incluido el ejercicio de las acciones legales para el establecimiento y pago de pensiones por alimentos y/o compensatorias.

f) Intensidad del servicio: La cuantía máxima de la ayuda será la establecida para la Pensión no Contributiva de Invalidez.

g) Plazo para dictar resolución: Dos meses.

h) Ámbito de actuación: Comunidad Foral de Navarra.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

Este decreto foral entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de Navarra.
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